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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 22 
de julio de 2010, ha examinado   
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de eeeee, y a la 
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 El día 9 de junio de 2010, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
yyyyy, en representación de la entidad mercantil eeeee, debido a los daños 
sufridos en un accidente por el mal estado de un camino municipal. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 11 de junio de 
2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 652/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de éste, tal como dispone 
el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y 
León, aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el 
Sr. Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Madrid 
López. 
 
 Primero.- El 18 de noviembre de 2009 Dña. yyyyy, en representación 
de la entidad mercantil eeeee, presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial, ante al Ayuntamiento de xxxxx (xxxxx) en la que expone: 
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  “El día 20 de julio de 2009 sobre las 14:00 un camión con 
matrícula xxxx perteneciente a esta empresa estaba circulando por el Camino 
xxxxx en el término municipal de xxxxx realizando las labores agrícolas de la 
cosecha cuando el camino por el que circulaba cedió”. Señala que “la razón de 
que el camino cediera es la deficiente conservación del mismo lo que constituye 
un anormal funcionamiento de los servicios públicos”. 
 
 Acompaña a la reclamación copia de poder notarial acreditativo de la 
representación, factura de reparación por importe de 4.234,82 euros y copia de 
acta notarial de presencia de 23 de julio de 2009.  
 

Reclama como indemnización la cantidad de 4.234,82 euros. 
 
 Con posterioridad el interesado aporta al expediente diversas fotografías 
relativas al estado del vehículo tras la reparación realizada.  
 
 Segundo.- Consta en el expediente un informe del Secretario del 
Ayuntamiento de 20 de noviembre de 2009 en los siguientes términos: 
 

 “1.- Que el Camino xxxxx, es un camino de concentración 
parcelaria, de titularidad municipal, destinado al servicio agrícola y ganadero de 
las parcelas existentes a lo largo del mismo. Dicho camino cuenta con la 
correspondiente calzada de zahorra, y de cunetas a ambos márgenes del 
mismo. 

 
 »2.- Que dicho Camino, tiene uso exclusivamente agrícola y 

ganadero, por lo que la circulación por el mismo de camiones con una tara y 
una anchura (como la tara y anchura del camión matrícula xxxx), es inadecuada 
a las características del mismo. 

 
 »3.- Que el hundimiento del camión se ha producido, no en la 

calzada del camino, sino en uno de los vértices de la cuneta del mismo, cuneta 
que tiene como misión la recogida de las aguas tanto de lluvia como 
procedentes de las fincas colindantes. Ello es indicativo de una conducción del 
vehículo no adecuada”. 

 
 Tercero.- El 15 de febrero de 2010 el ingeniero de caminos D. iiiii emite 
informe en el que indica que “como Director Técnico de la obra en que se ha 
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ejecutado la zanja que discurre por el camino xxxxx, y siendo dicha zanja la 
que ha cedido al paso del vehículo de referencia, desearía informar lo siguiente: 
 

 “1. Tal y como se recoge en el informe que se adjunta, realizado 
por el laboratorio de control de calidad ccccc, el camino xxxxx es un camino 
agrícola, con un firme compuesto únicamente por una pequeña capa de zahorra 
natural, adecuado para el paso de pequeños vehículos agrícolas y ganaderos, y 
no para el paso de vehículos articulados de gran tonelaje, como el caso que nos 
ocupa (el paquete de firmes para estos vehículos debería estar compuesto 
como mínimo por una capa de zahorra natural de mayor espesor que la 
existente, y otra de zahorra artificial). 

 
 2. La zanja por donde discurre la tubería, se realizó con una 

profundidad de 1 m., más que suficiente para el diámetro de la tubería alojada 
en la misma (Ø = 160 mm), habiéndose rellenado con material seleccionado 
procedente de la excavación, y posteriormente compactado. No obstante, tal y 
como también se recoge en el informe de ccccc, el exceso de agua debido a las 
lluvias o al riego de las fincas colindantes, hizo que al paso de este vehículo 
articulado (cargado con bastantes toneladas), el material de relleno de la zanja 
cediese, produciéndose los daños en dicho vehículo”. 

 
Se acompaña al citado escrito el informe aludido realizado por el director 

técnico del grupo ccccc. 
 
 Cuarto.- Consta asimismo en el expediente informe pericial de la 
entidad aseguradora del Ayuntamiento de 12 de febrero de 2010. 
 

Quinto.- Concedido trámite de audiencia el 23 de febrero de 2010, la 
parte interesada presenta alegaciones el 11 de marzo de 2010, fuera del plazo 
concedido al efecto. 

 
 Sexto.- El 25 de febrero de 2010 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación presentada.  
  
 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 
 2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la parte interesada los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde al Alcalde de la 
Corporación local, o a la Junta de Gobierno Local en el caso de la existencia de 
la delegación de competencias efectuada por el Alcalde del Ayuntamiento a 
favor de aquélla, de acuerdo con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en 
relación con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
La parte reclamante ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 

 
 4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
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La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la 
que se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la también citada Ley 
7/1985, de 2 de abril. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero, 1 
y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3.583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3.251/2002) y de 
este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1.008/2005, de 1 de diciembre; 
1.134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 
 
  a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
  b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 
  c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 
  d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 
  e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
  f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
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En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“Las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es reproducido, 
prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 
 
 5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial formulada por Dña. yyyyy, en representación de la 
entidad mercantil eeeee, debido a los daños ocasionados en un camión como 
consecuencia del mal estado de la vía por la que circulaba. 
 
 Conforme a las declaraciones, documentación y los informes obrantes en 
el expediente administrativo, la Administración ha considerado probada la 
producción del evento dañoso. 
 
 Acreditadas, por tanto, la realidad y efectividad del daño sufrido por la 
parte reclamante, resta por determinar si el expresado daño ha sido o no 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal del servicio público, 
presupuesto indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración, conforme al artículo 139 de la referida Ley 30/1992, de 26 
de noviembre. 
 
 El artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, 2 de marzo, establece que “Corresponde al titular de la vía la 
responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la 
vía la autorización previa para la instalación en ella de otras señales de 
circulación. En caso de emergencia, los Agentes de la autoridad podrán instalar 
señales circunstanciales sin autorización previa”. 
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 Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado en casos 
similares (Dictamen 3.225/2002, entre otros), “la Administración tiene el deber 
de mantener las carreteras abiertas a la circulación pública en condiciones tales 
que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente garantizada. Este 
deber de la Administración establece el nexo causal entre la actuación u 
omisión administrativa y las consecuencias dañosas de los eventos puramente 
fortuitos que signifique quiebra de tales condiciones mínimas de seguridad que 
aquélla está obligada a garantizar”. 
 
 No cabe duda de la diferente obligación de conservación existente en un 
camino agrícola y en una vía pública. Un camino agrícola es una vía de servicio 
destinada fundamentalmente para el acceso a fincas rústicas y cuyo tráfico 
predominante es de tractores y maquinaria agrícola. 
 
 Así, si se ponderan los “estándares de servicio” o patrones de calidad 
media de estos caminos, no resulta razonable, ni puede exigirse a una pequeña 
localidad, un control absoluto sobre el estado de éstos. 
 

Es cierto que el camino carece de señalización sobre cargas máximas, ya 
que, en el caso de las vías de carácter agrícola no se aplican las normas 
generales sobre señalización de carreteras. No obstante se deduce que el aquél 
no es apto para la circulación de vehículos de gran tonelaje.  

 
El artículo 9 del Texto Articulado de la Ley de sobre Tráfico, Circulación 

de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, establece que "1. Los usuarios de la vía están 
obligados a comportarse de forma que no entorpezcan indebidamente la 
circulación, ni causen peligro, perjuicios o molestias innecesarias a las personas, 
o daños a los bienes. 2. En particular se deberá conducir con la diligencia y 
precaución necesarias para evitar todo daño, propio o ajeno, cuidando de no 
poner en peligro, tanto al mismo conductor como a los demás ocupantes de la 
vía. Queda terminante prohibido conducir de modo negligente o temerario." 

 
Y el artículo 19 indica que "Todo conductor está obligado a respetar los 

límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, además, sus propias 
condiciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del 
vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y de 
circulación, y en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento, a 
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fin de adecuar la velocidad de su vehículo a las mismas, de manera que 
siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante 
cualquier obstáculo que pueda presentarse". 

  
No puede ignorarse, en el caso que se examina, las peculiares 

características del camino de tierra por el que circulaba un vehículo de grandes 
dimensiones (tal y como señala la propuesta de resolución, se trata de un 
camión articulado de transporte industrial, con un peso de entre 30 a 40 TM). 
Dadas las particularidades del camino, su anchura, y el hecho de que su 
hundimiento se produce en el arcén, no pueden ser imputable a la 
Administración las consecuencias derivadas del accidente producido, ya que no 
puede concebirse a la Administración como una aseguradora universal de 
cualquier evento dañoso. 

 
Sabido es que la responsabilidad patrimonial se proyecta no sólo sobre el 

funcionamiento anormal de los servicios públicos -entendidos éstos en su 
acepción más amplia posible-, sino que la Administración responde también de 
los efectos dañosos del funcionamiento normal. De ahí que deba conocerse los 
límites del servicio público y, por ello, se apele a los llamados “estándares de 
servicio” o patrones de calidad media. En estos estándares influyen muchos 
factores, -piénsese que los medios materiales y económicos de la 
Administración no son ilimitados-, como pueden ser la conciencia administrativa 
del principio de eficacia (artículo 103 de la Constitución); la concepción y el 
nivel de exigencia de los ciudadanos sobre hasta dónde ha de llegar el servicio 
público; la intervención creciente de la Administración en todos los órdenes de 
la vida y, bajo el prisma del riesgo social, la potencialidad objetivamente dañosa 
de muchos de sus actos. Estos estándares pueden estar formalizados, recogidos 
en un precepto legal o no, y formar parte, o no, de las cláusulas de los 
contratos usuario-concesionario o usuario-Administración para la utilización de 
los servicios públicos. 

 
En el presente caso, no se alcanza la convicción de que exista una 

deficiencia en el estado y conservación del camino agrícola que esté 
excepcionalmente alejado de los estándares de calidad media, por ello no 
puede tenerse por acreditado el correspondiente nexo de causalidad entre la 
actuación de la Administración y el daño sufrido. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución desestimatoria, en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyyy, en representación de la entidad mercantil eeeee, 
debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de un camino 
municipal. 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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